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La presente comunicación, de un jurista, dirigida a un 
Congreso de Técnicos de la arquitectura, tiene un obje-
tivo muy concreto: aproximar en beneficio mutuo las 
dos áreas científicas —la jurídica y la de la arquitec-
tura—, o dicho de otro modo se intenta ofrecer a los 
técnicos arquitectos que hayan de intervenir como peri-
tos judiciales, de una forma sencilla y asequible, las 
normas procesales más destacadas que deben tener pre-
sente al momento de realizar su labor, auxiliar, en mu-
chos aspectos, de la propia del Juez o Tribunal. 
Quiere decirse, por tanto, que se excluyen deliberada-
mente las cuestiones o problemas, que relacionados 
con la pericia en general, o más concretamente con la 
de los arquitectos, son de índole eminentemente jurídi-
ca que, obviamente, constituyen tema de exclusivo tra-
tamiento en el ámbito del derecho. 
Este propósito no impide avanzar algunas consideracio-
nes generales sobre la prueba procesal y dentro de ella 
sobre la pericial en concreto, de necesario pórtico, a mi 
entender, para el ulterior desarrollo del tema; ni tampo-
co impide examinar ciertos aspectos jurídicos, que re-
sultan inseparables del objeto de la comunicación. 
2. INEXISTENCIA DE NORMAS ESPECIFICAS EN EL 
DERECHO ESPAÑOL 
Debo anticipar también, que en el ordenamiento proce-
sal español no existen prácticamente normas específi-
cas reguladoras de la intervención de los arquitectos en 
la prueba pericial, la única existente —véase infra Ca-
pítulo 1.4—, aparte de su escasa relevancia, no se tiene 
muy en cuenta en la práctica judicial. 
Texto presentado en el II Congreso Internacional. 
Colegio Internacional de Expertos Arquitectos {C.I.E.A.). Días 22, 23 
y 24 de septiembre de 1983, Granada. 
Por tanto la mayor parte de las consideraciones subsi-
guientes son válidas, tanto para los arquitectos cuando 
actúan, como peritos judiciales, como para cualesquiera 
otra clase de técnicos en las diversas materias. Aunque, 
siempre que sea posible, se procurará destacar la pecu-
liaridad que pueda presentar la técnica propia de la 
ciencia arquitectónica. 
3. REFERENCIA AL DERECHO ESPAÑOL 
La comunicación tiene como referencia legal exclusiva 
el derecho procesal español, lo que puede ser, eviden-
temente, una falta grave al estar dirigida a un Congreso 
Internacional. Así y todo ofrece, por lo menos, la situa-
ción en uno de los países participantes, esperando que 
otras comunicaciones puedan completar la información 
a fin de poder disponer de una perspectiva más amplia 
del problema que plantea la prueba judiacial de peritos 
arquitectos. 
4. FALTA DE ESTUDIOS SOBRE LOS PERITOS 
ARQUITECTOS 
Por otra parte al ser esta la primera vez, que sepamos, 
que se aborda el tema de la pericia judicial desde la 
perspectiva de la arquitectura, han de ser grandes, por 
fuerza, las carencias y deficiencias de la comunicación. 
Por ello debe estimarse la misma como una modesta 
contribución al planteamiento de un tema de gran im-
portancia en la actualidad y que otros juristas —y tam-
bién arquitectos— con más méritos y más conocimien-
tos han de profundizar y completar. 
5. SUGERENCIA FINAL 
La comunicación termina —Cap. III— examinando de 
«lege ferenda» diversas alternativas de regulación proce-
sal de los «arquitectos forenses», por estimar que la 
situación en derecho español, precisamente por esa fal-
ta de regulación específica, no favorece la formación de 
expertos arquitectos para actuar en el ámbito judicial. 
Se pretende así estimular su selección y formación en 
orden a la actuación en el ámbito judicial, consiguiendo 
expertos cualificados por su prestigio y probidad, tal 
como se considera en los trabajos de este Congreso. 
II. LA PRUEBA PROCESAL POR PERITOS: SU 
APLICACIÓN A LA TÉCNICA DE LOS 
ARQUITECTOS 
1. LA PRUEBA PROCESAL EN GENERAL 
En general se entiende por prueba procesal la actividad 
que desarrollan en un proceso las partes intervinlentes, 
a fin de procurar demostrar al Juez la veracidad de sus 
respectivas afirmaciones. 
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De este concepto general conviene destacar: 
1.° Que la prueba procesal es una actividad de las 
partes. En efecto son ellas las que tienen que su-
ministrar la demostración de sus afirmaciones. El 
Juez únicamente recibe las pruebas, no las busca, 
salvo excepciones, y 
2.° Que la finalidad de la prueba es el convencimiento 
moral o psicológico del Juez. Por tanto a él va 
dirigida fundamentalmente la actividad probatoria 
(1). 
De todas formas, como dice un procesailsta español, 
todo el mundo tiene un concepto intuitivo de lo que es 
la prueba, aunque surjan discrepancias a la hora de 
proponer una definición dogmática: en realidad la prue-
ba es sinónimo de comprobación, verificación, etc. (2). 
2. LA PRUEBA PROCESAL POR PERITOS 
Las partes pueden utilizar para acreditar ante el Juez la 
verdad o realidad de ios «hechos», en que fundamentan 
sus pretensiones, diversos procedimientos, que reciben 
el nombre de «medios» de prueba, los cuales vienen 
regulados en los diversos ordenamientos procesales 
—civil, penal, contencioso-adminlstrativo, laboral— no 
siempre de forma coincidente. 
Así, las partes pueden recurrir, para convencer al Juez 
de la verdad en sus afirmaciones, a la declaración de 
los propios litigantes o partes procesales, al testimonio 
de terceros que presenciaron o tienen conocimiento de 
los hechos discutidos, a los documentos —públicos o 
privados— que recogen o plasman hechos o declaracio-
nes de voluntad de los sujetos, o al examen directo por 
el Juez de las cosas o lugares litigiosos, cuando sus 
manifestaciones externas permiten al juzgador apreciar 
sensorialmente sus características o cualidades. 
En todos los medios probatorios expuestos, a través de 
lo que se conoce como confesión o declaración de las 
partes, prueba de testigos, de documentos y de recono-
cimiento judicial, se trata de acreditar ante el Juez 
hechos ya pasados, o actuales —esto último en el caso 
del reconocimiento judicial—. Pero en definitiva se trata 
de procedimientos de reconstrucción histórica, para el 
que se utilizan materiales similares a los empleados 
por el historiador (3). 
Pero al Juez no le basta con que las partes le demues-
tren la veracidad de unos determinados hechos. A veces 
la naturaleza de los mismos exige, para su adecuada 
comprensión o valoración, o simplemente para su deter-
minación exacta, unos conocimientos especiales de na-
turaleza científica artística, o como señalan nuestras 
leyes procesales, meramente prácticos (4). 
Claro es que el Juez también es un perito: pero en una 
sola materia o ciencia, la Jurídica. Y es por ello que no 
se le pueden exigir conocimientos enciclopédicos, que 
comprendan todas las especialidades de la ciencia y de 
la técnica (5). 
Por eso, llegado el caso de ser necesario, para la reso-
lución de un proceso, valorar o fijar científicamente un 
hecho, o un conjunto de hechos, el Juez necesita el 
auxilio, la ayuda, de personas técnicas en la respectiva 
especialidad que aporten aquellos conocimientos que el 
Juez no posee. 
De lo dicho se desprenden dos importantes consecuen-
cias: 
1 . * Que los medios de prueba en general, por un lado, 
y la prueba pericial, por otro, actúan en planos 
muy distintos: Aquéllos sirven para demostrar la 
realidad de unos hechos. La pericia más que para 
demostrar sirve para valorar o extraer consecuen-
cias de los mismos, por aplicación de las reglas 
de una determinada ciencia o arte (6). 
2.® En todo caso la labor del perito no es la de susti-
tuir al Juez, en la labor propia de éste: la de juz-
gar, sino en la de auxiliarle, iluminando la trascen-
dencia de los hechos con la luz suministrada por 
la rama científica de que se trate (7). 
Ello no es obstáculo para que de hecho, en muchas 
ocasiones, el dictamen del perito pueda resultar decisi-
vo. Pero ello ocurre porque la cuestión planteada en el 
proceso aparece concretada en la valoración técnica de 
unos hechos. Pero, aún así, será el Juez el que tendrá 
que determinar previamente el ámbito de la cuestión 
discutida y la trascendencia de la conclusión pericial, y 
no el perito. Por lo tanto se puede afirmar rotundamen-
te que en ningún caso el perito puede suplantar la fun-
ción privativa del Juez. 
De lo anterior se deduce, como dice Ramos Méndez 
(9), que la prueba de peritos resulta frente a los demás 
medios de prueba, por su carácter auxiliar, en orden al 
conocimiento que puede proporcionar al Juez. 
Lo hasta aquí expuesto, en cuanto a la naturaleza de la 
prueba pericial, es válido desde luego tanto para el pro-
ceso penal, como para el civil y contencioso-adminlstra-
tivo. E igualmente es aplicable íntegramente a los téc-
nicos de la arquitectura, cuando éstos Intervienen como 
peritos en un procedimiento judicial. 
Sin embargo se me ocurre apuntar que acaso el perito 
arquitecto ofrezca un matiz, que le puede diferenciar de 
los demás peritos. En efecto, en general corresponde al 
Juez la labor de buscar e interpretar las normas jurídi-
cas que resulten aplicables al caso. Esta es una labor 
exclusiva suya en la que él mismo es el máximo perito. 
Pero en la materia relacionada con la técnica arquitec-
tónica, el Juez tiene que aplicar, en ocasiones, normas, 
evidentemente jurídicas, en cuanto forman parte del or-
denamiento Jurídico, pero de contenido extremadamente 
técnico, como sucede con las reglas de los planes de 
ordenación urbana, o con las mismas Normas Tecnoló-
gicas de la Edificación (10). En estos casos le resulta 
muy difícil al Juez desentrañar el sentido y alcance de 
tales normas, necesitando el auxilio de peritos arquitec-
tos. Es además explicable, ya que en gran parte de esta 
normativa es elaborada por los propios técnicos de la 
arquitectura o de ciencias afines. En estos casos la 
labor del perito arquitecto, no es simplemente la de 
valorar hechos, sino la de interpretar, de acuerdo con 
sus conocimientos científicos, normas que se originaron 
desde una consideración también científica (11). 
3. LA APRECIACIÓN O VALORACIÓN DE LA 
PRUEBA PERICIAL 
En realidad una vez rendido el dictamen pericial y rati-
ficado en su caso, ha concluido la labor del perito. El 
valor, alcance o trascendencia que las conclusiones va-
yan a tener en el pleito o causa, es, como se ha dicho, 
función propia y exclusiva del Juez o Tribunal. 
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Pero considero puede interesar al perito —y por tanto 
también al perito arquitecto— conocer cómo va a operar 
su dictamen, con qué criterios o con qué reglas se van 
a medir las conclusiones científicas aportadas al pro-
ceso. 
En este punto y con referencia al derecho español se 
hace preciso diferenciar el proceso penal por un lado y 
el proceso civil y contencioso-administrativo, por otro. 
A) En el proceso penal 
En el proceso penal español rige el principio de libre 
apreciación de la prueba, según determina el trascen-
dental art. 741 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 
Por tanto el Tribunal fija en conciencia, como dice la 
Ley, los hechos que estima probados, sin estar sujeto a 
ninguna regla legal que gradúe el valor de los distintos 
medios de prueba utilizados por las partes. 
Sin embargo arbitrio, para valorar las pruebas practica-
das, no quiere decir arbitrariedad, ni mucho menos irra-
cionalidad. Si la Ley confiere un amplio margen de dis-
creción al Juez, es precisamente para que el sentido 
lógico del juzgador, su propia experiencia y conocimien-
tos de vida, no se vean condicionados por reglas aprio-
rísticas, que nunca pueden contemplar la inmensa varie-
dad y matices que ofrece la realidad (12). 
Pero esa misma racionalidad obligará al Juez o Tribu-
nal, en muchos casos, a dar un valor prevalente y prác-
ticamente absoluto al dictamen u opinión de los peritos. 
Ocurrirá así en aquellos supuestos en que el dictamen 
se proyecte sobre extremos que la ciencia actual permi-
te establecer conclusiones de carácter absoluto, que 
muy difícilmente podrán quedar desvirtuadas por otros 
medios probatorios. 
Precisamente esta clase de dictámenes se presentará 
muchas veces en los emitidos por los técnicos de la 
arquitectura, puesto que parte de su técnica permite 
sentar conclusiones irrebatibles: v.g. la altura de un 
edificio, la superficie de una edificación, la resistencia 
—teórica— de unos materiales, e tc . . 
Pero en otros supuestos y acaso en los más delicados 
que puedan darse en el área penal, el dictamen pericial 
no podrá pronunciarse con tanta rotundidad. Así puede 
ocurrir cuando se opera con márgenes de probabilida-
des, o con mínimos o máximos aproximados, en la ex-
plicación misma de derrumbamientos en que pueden 
coincidir varias causas y sea difícil fijar la Influencia 
exacta de cada una de ellas, e tc . . 
Pero en cualquier caso, tanto si el dictamen ha podido 
responder de forma categórica a las preguntas que fue-
ron formuladas al perito, como si sólo ha podido pre-
sentar variedad de hipótesis posibles, es el Juez o Tri-
bunal el que tiene que «encajar» la opinión pericial en 
el debate litigioso, ponderando su incidencia en el con-
junto de elementos probatorios de toda índole, en rela-
ción con las pretensiones ejercitadas en el proceso y 
las alegaciones y razonamientos de las partes. 
Y al realizar esta labor, que ha de conducir directamente 
a la sentencia o resolución final, el Juez, en el orden 
penal español, no está sometido, legalmente, a más 
indicaciones o reglas que las que le dicte su propia 
conciencia. De tal forma que la relación de hechos for-
mulada por el Tribunal penal deviene prácticamente in-
atacable o inmodificable. 
Claro es que el propio límite de la conciencia debe 
llevar al Juez a valorar la influencia del dictamen peri-
cial en la resolución final de acuerdo con reglas lógicas 
y razonables. Pero resultaría muy difícil en el proceso 
penal, si no imposible, combatir una valoración del 
dictamen pericial absurda o disparatada (13). 
B) En el proceso civil 
En el proceso civil español no existe una declaración 
similar a la que hemos visto del art. 741 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, de libre apreciación de la prue-
ba. Tanto en el Código Civil, como en la Ley de Enjui-
ciamiento Civil lo que se contienen son reglas particula-
res de valoración, en relación con cada uno de los me-
dios de prueba que regulan. 
Así por lo que respecta a la prueba de peritos el artícu-
lo 632 de la Ley de Enjuiciamiento Civil declara que 
«Los Jueces y los Tribunales apreciarán la prueba peri-
cial según las reglas de la sana crítica, sin estar obliga-
dos a sujetarse al dictamen de los peritos». 
La Jurisprudencia, por su parte, viene entendiendo que 
el precepto mencionado no contiene una verdadera regla 
legal de valoración, que resulte vinculante para el Juez 
(14). Entiende nuestro más alto Tribunal que las reglas 
de la sana crítica no están enunciadas en ningún texto 
legal y que no constituyen más que las reglas de la 
lógica y el buen sentido que el Juez debe poseer. 
Por otro lado la misma Jurisprudencia viene entendien-
do también que ningún medio de prueba es superior a 
otro y que el Juez debe fijar los hechos, en la senten-
cia, de acuerdo con la valoración conjunta de todos los 
medios probatorios utilizados por las partes. De esta 
forma también en el proceso civil se llega en realidad a 
un sistema de libre valoración de la prueba pericial^ muy 
similar, si no exactamente igual que el del proceso pe-
nal (16) y (17). 
C) En el proceso Contencloso-Admlnlstratlvo 
En el orden jurisdiccional Contencioso-Adminlstratlvo 
—que conoce de los conflictos entre la Administración 
Pública y los administrados (18)— rige como supletorio 
el ordenamiento procesal civil (19), por lo que resulta 
perfectamente aplicable, en cuanto a la prueba pericial, 
todo lo expuesto en el apartado anterior. 
Sin embargo en este orden jurisdiccional conocido en 
España como recurso contencioso-administrativo, se 
presenta en ocasiones una particularidad que es intere-
sante destacar, en cuanto afecta muy frecuentemente a 
los peritajes de los técnicos de la arquitectura. 
Sucede que en ciertos casos, antes de presentarse la 
contienda judicial, cuando el asunto se encuentra toda-
vía en vía administrativa, intervienen con su dictamen 
peritos arquitectos oficiales, que faciliten al órgano ad-
ministrativo el fundamento técnico de su resolución. Y 
así en los expedientes de declaración de ruina, valora-
ciones, e tc . . Pues bien en todos estos casos al Impug-
narse la resolución administrativa en vía judicial, para 
tratar de desvirtuar las conclusiones de los peritos ofi-
ciales, se aportan nuevos y contradictorios dictámenes 
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periciales. Pero es doctrina muy general del Tribunal 
Supremo la de atribuir en estos casos un valor prevalen-
te, en principio, a los dictámenes de los peritos oficia-
les, por suponerlos más desvinculados de los interesa-
dos puntos de vista de las partes. 
C) Consideración final 
Se puede resumir la cuestión referente a la valoración 
de la prueba pericial, y ello es válido para todos los 
tipos de proceso, expresando que es menester distin-
guir entre las conclusiones de los peritos y la influencia 
que las mismas puedan tener en la resolución del plei-
to. Respecto de las primeras si son concluyentes y en 
materia de ciencia que permite contestaciones unívocas 
resultan —las conclusiones— prácticamente vinculantes 
para el Juez, precisamente por aplicación de las reglas 
de la sana crítica, pues resulta difícil que tratándose de 
la extensión de una finca pueda el Juez establecer con-
clusión contraria a la formulada terminantemente por el 
perito o peritos. Ahora bien, si las conclusiones pericia-
les no son terminantes, o se trata de cuestiones que 
aun científicas, no permite la ciencia en el momento 
actual sentar conclusiones absolutas —como puede ser 
en el orden de la arquitectura, el valor estético de un 
proyecto— no cabe duda que existe un amplio margen 
judicial para valorar el dictamen pericial, en relación con 
las demás probanzas y elementos obrantes en el pro-
ceso. 
En cualquier caso para que el dictamen pericial influya 
en la decisión del pleito es menestar que las conclu-
siones guarden relación con los hechos discutidos y 
también esta apreciación constituye función privativa del 
juzgador (20). 
En cualquier caso tampoco hay que olvidar, obviamente, 
el valor de los razonamientos que fundamentan las con-
clusiones periciales. Aunque tengan carácter técnico o 
científico no cabe duda que un dictamen pericial bien 
construido debe esforzarse en resultar comprensible 
para el Juez, rebajando, si es necesario, el nivel de la 
argumentación técnica. Pues no se trata de imponer al 
Juez unas conclusiones que éste tenga que aceptar cie-
gamente, sino que el perito debe procurar convencer 
que las conclusiones derivan de una razonable aplica-
ción de las reglas de su ciencia o arte (21). 
Finalmente hay que resaltar que todas las consideracio-
nes anteriores están referidas a la prueba pericial «pro-
cesal», es decir a la realizada dentro del proceso, de 
acuerdo en cada caso con las normas reguladoras del 
procedimiento, y cuyos dictámenes han sido emitidos 
con intervención de las partes, que han tenido la opor-
tunidad de preguntar y repreguntar al perito. 
Caso muy distinto es el de los dictámenes emitidos 
extrajudiclalmente, a petición o requerimiento de una 
parte Interesada. Obviamente estos dictámenes pueden 
ser aportados posteriormente a un proceso, pero su va-
lor es el correspondiente al medio empleado para su 
Incorporación al juicio, bien como prueba testifical, si 
el perito se ha ratificado ante el Juez en presencia de 
las partes, bien, en caso contrario, como simple prueba 
documental. 
Pero en todo caso a estos dictámenes extrajudiciales 
les falta el carácter contradictorio que tienen las prue-
bas practicadas con intervención de las partes afecta-
das, de acuerdo con un procedimiento establecido que 
garantiza su objetividad e independencia y a la presen-
cia judicial (22). 
4. IVIATERIAS PROPIAS DE LA PRUEBA PERICIAL POR 
TÉCNICOS ARQUITECTOS. DELIMITACIÓN CON 
TÉCNICAS AFINES 
No existe en el ordenamiento procesal español —tanto 
penal, como civil o contencioso-administrativo— ningu-
na norma que delimite la esfera de actuación de los t i-
tulados arquitectos como peritos judiciales. 
A este respecto la ley procesal penal únicamente señala 
—art. 457— que los peritos —en general— puedan ser 
o no titulares. Declarando a continuación que son titu-
lares los que tienen título oficial en una ciencia o arte 
cuyo ejercicio esté reglamentado por la Administración. 
Y el art. siguiente determina que el Juez se valdrá de 
peritos titulares con preferencia a los que no tuvieren 
título (peritos prácticos). 
Por su parte la Ley de Enjuiciamiento Civil establece 
—art. 615— que los peritos deberán tener título de tales 
en la ciencia o arte a que pertenezca el punto sobre el 
que han de dar su dictamen, si su profesión está regla-
mentada por las leyes, o por el Gobierno. No estándolo, 
o no habiendo peritos titulados en el partido judicial y 
si las partes no se muestran conformes en designarios 
de otro punto, pueden ser nombrados cualesquiera per-
sonas entendidas o prácticas, aun cuando no tengan 
título. 
Parece, pues, que en general son peritos titulados, a 
efectos judiciales, aquellos cuyos conocimientos cientí-
ficos o técnicos forman parte de los planes de estudio 
de una enseñanza oficial (23). 
Consecuentemente los titulados arquitectos están facul-
tados o habilitados para intervenir como peritos judicia-
les en cuantas pericias guarden relación con alguna de 
las materias que forman parte de la enseñanza en sus 
planes de estudio. Así la propia normativa reguladora 
de la enseñanza en las Escuelas Superiores de Arquitec-
tura delimitará el ámbito de actuación de los arquitec-
tos como peritos —titulados judiciales— (24). 
Sin embargo ciertas materias técnicas pueden figurar en 
los planes de estudio de distintas carreras oficiales, 
bien en un sentido vertical, como puede ocurrir con los 
arquitectos superiores y los técnicos, bien en sentido 
horizontal en carreras del mismo grado superior, pero 
de diferente titulación —distintas ramas de ingeniería 
civil, ciencias geológicas, matemáticas, etc.—. 
Ciertamente no existe ninguna norma procesal o regla-
mentaria^ que determine cuál debe ser el criterio de 
preferencia en el caso de concurrencia de varias titu-
laciones en una misma pericia. 
Habrá casos, ciertamente, en que tal problema no se 
plantee, pero también otros muchos en que se presente 
esta dificultad. En principio hay que entender que cual-
quiera de los titulados posibles, según sus planes de 
estudio, para peritar en una determinada materia podrán 
intervenir válidamente. 
Parece, no obstante, que deberá darse preferencia a la 
mayor especialidad de la carrera en su conjunto, en 
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relación con el concreto problema planteado en la peri-
cia (25) y (26). 
En la práctica judicial española se actúa en este punto 
con una gran variedad de criterios, pero, en general, en 
casi todas las cuestiones relacionadas directa o indirec-
tamente con problemas técnicos de la obra de arquitec-
tura o del urbanismo, se acostumbra a acudir a los 
peritos arquitectos. La distribución de los peritajes, en-
tre los titulados superiores y los medios —Arquitectos 
Técnicos— se realiza normalmente en atención a la im-
portancia económica de lo discutido y también en aten-
ción a la mayor o menor complejidad del asunto. 
Pero repito que no existe norma ni práctica uniforme 
sobre la determinación del titulado procedente entre los 
varios posibles (27). 
III. LA SELECCIÓN O DESIGNACIÓN DEL PERITO 
ARQUITECTO EN EL ORDENAMIENTO PROCESAL 
ESPAÑOL 
1. LAS CONDICIONES DEL PERITO EN GENERAL 
Todo perito —obviamente también el perito arquitecto-
debe reunir dos condiciones esenciales: competencia 
profesional e imparcialidad respecto de las partes impli-
cadas en el proceso. 
Por tal razón cobra una singular Importancia el sistema 
de selección o designación de los peritos, por cuanto el 
procedimiento establecido debe procurar garantizar la 
idoneidad del perito en ambos aspectos. 
No puede afirmarse, sin embargo, que el sistema espa-
ñol —por otra parte distinto, como veremos, para el 
proceso penal y el civil— ofrezca en todo caso la con-
currencia de las dos condiciones señaladas. 
En este apartado me voy a limitar a describir el sistema 
vigente en los dos procedimientos, civil y penal, dejan-
do para el siguiente el examen crítico de las alternativas 
posibles para intentar mejorar la situación presente. 
2. LOS ARQUITECTOS FORENSES Y LA REAL ORDEN 
DE 8 DE JULIO DE 1909 
Ya se ha expuesto —supra Capítulo 1.4— que ninguna 
norma procesal delimita la esfera de actuación del peri-
to arquitecto, ni señala la necesidad de una titulación 
específica para los distintos supuestos. 
Como también se ha Indicado, en general, Intervendrán 
los titulados arquitectos como peritos en todas aquellas 
materias relacionadas, más o menos directamente, con 
problemas propios de la obra de arquitectura o el urba-
nismo, en su más amplio sentido. 
¿Pero bastará para actuar como perito el simple dato de 
la titulación e Incorporación al Colegio? o ¿será precisa 
una cualificación especial, además de aquella genérica? 
A este efecto, únicamente existe en el ordenamiento 
español una disposición reglamentaria: la Real Orden de 
8 de julio de 1909. 
Con arreglo a la misma las Asociaciones de Arquitectos 
—actualmente hay que entender Colegios de Arquitec-
tos— deben establecer un turno entre los asociados, a 
fin de atender a los trabajos que les encomienden los 
Jueces. Este servicio de arquitectos forenses tiene ca-
rácter territorial, puesto que la Real Orden los establece 
en «todas las Audiencias Territoriales». 
Los arquitectos incluidos en el turno tienen, según la 
disposición, derecho a percibir sus honorarios conforme 
a Arancel. Pero cuando las costas se declaran de oficio 
o en caso de insolvencia del obligado al pago no tienen 
derecho a exigir el abono de honorarios. 
Es claro que este turno de arquitectos forenses, esta-
blecido hace más de setenta años, no pretende asegurar 
una mayor especializaclón o dedicación en los peritajes 
judiciales. Su finalidad es claramente más modesta: se 
trata de distribuir entre los asociados —hoy colegla-
ds— arquitectos, la carga que supone la intervención en 
las causas criminales, en las que muy frecuentemente 
las costas se declaran de oficio, por absolución o so-
breseimiento de la causa, o en el caso de condena, por 
insolvencia del condenado. A cambio de este servicio 
se reserva a los arquitectos en turno los peritajes con 
posibilidad de percepción de honorarios. 
En realidad esta Real Orden, aunque no derogada expre-
samente, no parece que se cumpla en una gran parte 
del territorio nacional (29). Hasta el punto de que unos 
años después de ser promulgada, otra Real Orden de 10 
de marzo de 1916 recordaba la necesidad de su cumpli-
miento. Desde esa lejana fecha ninguna otra disposi-
ción ha recordado, perfeccionado, o aludido a la dispo-
sición de 1909. 
Lo que sí es frecuente, actualmente, es que cuando el 
Juez penal se enfrenta con algún siniestro de cierta 
entidad o repercusión social, se dirija directamente al 
Colegio respectivo Interesando la designación de uno o 
de dos arquitectos para actuar como peritos. Requeri-
miento que el Colegio normalmente atiende, acaso por 
estimar que dicho servicio de auxilio a la Justicia re-
sulta congruente con el fin social atribuido a los Cole-
gios de Arquitectos. 
3. LA DESIGNACIÓN DE PERITOS EN EL PROCESO 
PENAL 
El proceso penal español se divide en dos fases muy 
diferenciadas: la previa de investigación sumarial y la 
propia de enjuiciamiento —juicio oral o plenario—. 
La primera tiene por finalidad, como dice el art. 299 de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal, preparar el juicio, in-
vestigando la perpretación de los delitos con todas las 
circunstancias que puedan influir en su calificación... 
Por tanto la prueba pericial, como las demás pruebas 
del proceso penal, pueden tener lugar en dos momen-
tos: durante el sumario, o en el acto del juicio oral. 
El sistema de designación del perito o peritos, es dis-
tinto en cada caso, por lo que se hace preciso examinar 
por separado uno y otro supuesto. 
A) Sumarlo 
En esta fase es el Juez, sin intervención de las partes, el 
que designa a los peritos. La Ley no le Impone ningún 
límite, por lo que en esta designación goza de entera 
libertad. Únicamente le recomienda —supra Cap. 1.4— 
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que utilice peritos titulados, con preferencia a los mera-
mente prácticos. También debería tenerse en cuenta el 
turno a que se refiere la Real Orden aludida de 1909. 
—supra 2 de este Capítulo—. 
El sistema de la ley procesal penal para el sumario 
puede considerarse aceptable en cuanto garantiza, en 
principio, la imparcialidad del perito al estar designado 
al margen de las partes, por un Juez también imparcial. 
Por otra parte hay que entender que dada la libertad del 
Juez para designar los peritos podrá delegar la selec-
ción, en el caso de los arquitectos, solicitando del co-
legio respectivo que designe los que considere más 
idóneos. 
Otros aspectos destacados en la regulación de la peri-
cia en el sumario son los siguientes: 
Número.—Han de ser dos, como regla general. (En el 
procedimiento de urgencia, para determinados delitos, 
basta con uno). —Arts. 459 y 785, regla 7.^ — . 
Obligatoriedad.—El cargo es obligatorio, pudiendo ex-
cusarse si estuviera legí t imamente imped ido . —Ar-
tículo 462—. 
Honorarios.—Los peritos designados por el Juez tienen 
derecho a reclamar sus honorarios, salvo que tuvieran 
retribución como tales peritos (31). 
Así y todo el sistema no parece muy satisfactorio pues 
si se considera al perito, como estima la mayor parte 
de la doctrina, como un auxiliar del Juez, no parece 
muy propio que sean las mismas partes interesadas las 
que seleccionen quién debe auxiliarle (36) y (37). 
En cuanto al número la Ley de Enjuiciamiento Criminal 
no señala límite. Por lo tanto puede proponerse para 
cada punto pericial el número de peritos que se estime 
pertinente. Pero el Art. 724 señala que los peritos serán 
examinados juntos, cuando deban declarar sobre unos 
mismos hechos. 
4. LA DESIGNACIÓN DE PERITOS EN EL PROCESO 
CIVIL Y CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
El sistema previsto en la Ley de Enjuiciamiento Civil 
para la designación de los peritos se aparta sustancial-
mente del que hemos visto que rige en el proceso pe-
nal. El sistema civil, por otra parte, es aplicable al pro-
ceso contencioso-administrativo, dada la naturaleza su-
pletoria de aquél (38). 
La regulación en este caso tiende, a garantizar al máxi-
mo la imparcialidad de los peritos, y a tal efecto esta-
blece dos criterios: uno, principal, que consiste en el 
acuerdo de las partes y otro, subsidiario, si no hay 
acuerdo, que es la suerte o insaculación entre una lista 
previamente formada con criterios objetivos. 
B) Juicio Oral 
El sistema vigente para la segunda fase del proceso 
penal —el juicio oral— es radicalmente opuesto al vi-
gente en el sumario. 
Ahora son las partes —acusadoras y defensores— las 
que libremente designan los peritos que han de dicta-
minar a su instancia, en el acto del juicio oral —Ar-
tículo 656—, no teniendo el Tribunal más facultad que 
la de rechazar la prueba pericial propuesta —como cual-
quier otra prueba— si la considera impertinente. Pero 
en la designación de los peritos no tienen ninguna in-
tervención. Hasta el punto que tiene declarado el Tribu-
nal Supremo que no es válido diferir a la Sala el Nom-
bre de los peritos, para que ésta designe los que consi-
dere más idóneos (32) y (33). 
Podría pensarse que este sistema representa un riesgo 
grave para la imparcialidad del perito, puesto que es de 
suponer que cada parte proponga aquéllos inclinados a 
mantener sus propias tes is . Pero hay que tener en 
cuenta: 1.° que cada parte puede presentar sus propios 
peritos y en caso de contradicción entre ellos es el 
Tribuna^ dentro de su amplia facultad valorativa, el que 
resolverá en def in i t iva por qué dictamen se inc l ina ; 
2.° que en cualquier caso los peritos son interrogados 
en el acto del juicio por ambas partes procesales, dan-
do así posibilidad de contrastar las opiniones periciales; 
3.° que si se ha practicado prueba pericial en el suma-
rio ésta opera como prueba documental en el juicio, a 
contrastar con la expuesta por los peritos actuantes en 
dicho acto; 4.° que el perito propuesto por una parte 
puede ser recusado por la contraria, si concurre en él 
alguna causa que haga dudar de su imparcialidad (34) y 
5.° que todo perito que actúa en el juicio oral declara 
bajo juramento y bajo las responsabilidades penales 
previstas en el Código Penal (35). 
Conviene anticipar que el número de peritos actuantes 
en el proceso civil tiene que ser necesariamente uno o 
tres, sin posibilidad de variar esta alternativa. Si ha de 
ser uno solo, o han de ser tres, lo deciden las partes si 
están de acuerdo en este punto. En otro caso lo resuel-
ve el Juez, atendiendo a la Importancia y cuantía econó-
mica del pleito (39). 
A) Acuerdo de las partes 
Llegado el momento de designar perito único, o a los 
tres peritos, las partes, a presencia del Juez, deben 
ponerse de acuerdo en cuanto a los nombres (40). La 
Ley parte de la idea que la mejor garantía de imparcia-
lidad del perito la ofrece la confianza que merece a 
ambas partes. 
Sin embargo en este punto debe denunciarse la práctica 
viciosa, que señala el Profesor Serra (41) y que consiste 
en que cada parte nombra un perito de su elección y se 
insacula el tercero. Dicha práctica —dice— produce el 
censurable resultado de que de los tres peritos sólo 
uno puede ser reputado Imparcial (42). 
B) Insaculación 
Si no hay acuerdo entre las partes para todos o algunos 
de los peritos a designar se procede a designarlos me-
diante la suerte, entre una lista de candidatos previa-
mente elaborada (43). 
Formación de la lista.—En primer lugar los Incluidos 
deben tener el título de tales si la actividad está regula-
da por las Leyes del Gobierno. Pero además deben resi-
dir en el partido judicial en que se siga el pleito, a no 
ser que las partes se muestren conformes en designarlo 
de otro punto (44) y (45). 
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También exige la Ley que los incluidos en la lista pa-
guen contribución industrial —hoy licencia fiscal— (46). 
Según el Art. 616 deben incluirse en la lista tres nom-
bres, por lo menos, por cada uno de los peritos que 
hayan de ser designados, lo cual quiere indicar que 
podrán incluirse más de tres por cada puesto. Si no 
hubiera ese número mínimo la designación queda a 
elección del Juez. 
En el caso de los arquitectos debiera aplicarse aquí lo 
dispuesto en la Real Orden de 1909 —supra Cap. 11.2— 
y por lo tanto debieran incluirse en la lista de nombres 
a insacular únicamente a los arquitectos que se encon-
trasen en turno, según el colegio. Pero ya se ha antici-
pado que dicha disposición reglamentaria es usualmen-
te desconocida e inaplicada. 
Una vez formada la lista se procede al sorteo o insacu-
lación por cualquier procedimiento que deje exclusiva-
mente al azar la designación (46 bis). 
C) La pericia Corporativa o Colegiada 
El artículo 631 de la Ley de Enjuiciamiento Civil con-
templa un caso especial de pericia, consistente en el 
informe que se puede solicitar de las Academias, Co-
legios o Corporaciones Oficiales. Tal posibilidad la brin-
da la Ley cuando el dictamen pericial exija operaciones 
o conocimientos científicos especiales. 
En tal caso no hay necesidad de designar a los peritos, 
pues es la propia Corporación designada la que actúa 
corporativamente como tal (47). 
No cabe duda que precisamente los Colegios de Arqui-
tectos, quedan incluidos en la previsión del Art. 631 de 
la Ley procesal civil. Tampoco puede dudarse de la ma-
yor relevancia de los dictámenes periciales en estos ca-
sos al venir respaldados por la autoridad científica del 
colectivo profesional (48). 
IV. SUGERENCIAS: LOS ARQUITECTOS FORENSES 
1. IMPORTANCIA ACTUAL DE LA PRUEBA PERICIAL 
Y EN ESPECIAL DE LA DE LOS ARQUITECTOS 
Como se ha señalado recientemente la prueba pericial 
está destinada a asumir en el mundo actual aspectos 
cada día más graves (49). 
Es ello perfectamente explicable ya que vivimos en so-
ciedades altamente tecnificadas en las que las diversas 
ramas científicas y técnicas Invaden todas las esferas 
de la actividad humana. No es de extrañar, pues, que 
también en los conflictos entre los sujetos, que ha de 
resolver el Juez, se presenten aspectos de índole emi-
nentemente técnica, que el Juez no está en condiciones 
de valorar, sin el concurso o auxilio del correspondiente 
especialista. 
Si la afirmación anterior es válida para todas las mani-
festaciones científicas o técnicas, dentro de ellas cobra 
una singular relevancia la que es propia de los arquitec-
tos, pues a nadie se le oculta la trascendencia social de 
la arquitectura dirigida directamente a satisfacer un am-
plio sector de las necesidades humanas. 
Así comprobamos la frecuencia con que los Jueces y 
Tribunales tienen que requerir el auxilio de los técnicos 
arquitectos además, muchas veces, en asuntos de gran 
trascendencia social o económica. Basta repasar la cró-
nica judicial de los últimos años para observar los nu-
merosos y graves asuntos en que la intervención de los 
peritos arquitectos ha sido trascendental. (Catástrofe de 
Almería, de San Rafael, etc.). 
Una ordenada Administración de Justicia en este final 
del siglo XX exige contar con unos arquitectos forenses 
o peritos arquitectos, altamente cualificados o expertos, 
que ofrezcan al mismo tiempo las máximas condiciones 
de imparcialidad. 
Pero entiendo que un buen perito —y por supuesto un 
buen perito arquitecto— no sólo debe reunir esas con-
diciones de cualificación profesional e independencia o 
neutralidad respecto de las partes, sino que también 
debe ostentar una especial preparación como «perito ju-
dicial». 
En efecto, la labor del perito judicial no consiste sola-
mente en aplicar su técnica a unos hechos o a unos 
datos que se le suministran, sino que tiene que presen-
tar el resultado de su labor a personas —el Juez y las 
partes— no técnicas, o sea que el perito arquitecto, 
como cualquier otro perito, debe hablar un lenguaje in-
teligible para el profano con una cultura media. De otra 
forma todo peritaje resultaría inútil. Esta disposición del 
perito, esta facultad para saber tender un puente entre 
su técnica y los conocimientos generales de los profa-
nos, requiere obviamente una capacitación, que se pue-
de adquirir por la práctica —repetición de intervencio-
nes periciales— o por un adiestramiento adecuado, diri-
gido en esta dirección, o mejor aún, por el concurso de 
ambos medios. 
Por otro lado muchas de las materias propias de la 
pericia arquitectónica, requieren conocimientos específi-
cos, superiores o distintos de los generales o comunes 
de la técnica arquitectónica. Así puede ocurrir en la 
determinación de las causas de derrumbamientos, en la 
incidencia de fenómenos naturales, etc. 
Por tanto no parece que la simple titulación e incorpo-
ración a un Colegio faculte, sin más, para actuar eficaz-
mente como perito arquitecto, por lo menos en deter-
minados casos o supuestos. 
Sin embargo ésta es la situación legal en España. 
Nuestras leyes procesales únicamente exigen la mera o 
general titulación en la técnica relacionada con la mate-
ria a peritar. 
En el caso de los arquitectos, en principio, cualquier 
titulado, Incorporado a un Colegio constituye un even-
tual perito en esta rama científica (50). 
Aun en el caso de que se aplicara la Real Orden de 
1909 —supra Cap. 11.2— sería Igual, puesto que tal dis-
posición lo único que regula es una rotación entre to-
dos los colegiados, para repartir entre ellos los benefi-
cios y cargas de los peritajes judiciales, pero no regula 
una especialización. 
Todo ello puede parecer absurdo en un mundo en el 
que se tiende cada vez más a la superespeciallzaclón, 
exigida por el constante avance de las ciencias y las 
técnicas, que impiden el dominio total por un solo indi-
viduo, de una rama científica o artística (51). 
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No resulta pues inoportuno pretender seleccionar dentro 
del colectivo de técnicos arquitectos un grupo o sector 
especialmente capacitados para desarrollar la labor de 
peritos o expertos en los asuntos judiciales. 
Pero al momento de ofrecer un sistema de selección de 
los que podemos denominar «arquitectos forenses», ca-
ben diversas alternativas. 
2. LOS ARQUITECTOS FORENSES: SISTEMAS 
POSIBLES 
preparación específica, superior a la de los demás ar-
quitectos en el campo de la pericia judicial. 
C) Arquitectos forenses, sin condición de funcionarlos 
públicos 
Lo que sí parece realizable y con poco esfuerzo es 
habilitar^ mediante cursos de capacitación adecuada, ar-
quitectos que hayan de asumir el carácter de arquitec-
tos forenses. 
A) Creación de un cuerpo oficial de arquitectos 
forenses 
Un posible sistema podría ser la creación de un cuerpo 
oficial de arquitectos forenses, adscritos permanente-
mente como auxiliares del Juez o Tribunal, organizado 
de forma similar al cuerpo de médicos forenses. 
No creo, sin embargo, que este sistema resulte reco-
mendable. En primer lugar, porque aun siendo frecuen-
tes los casos judiciales, que requieren la intervención 
de técnicos arquitectos, nunca son tan numerosos 
como los que exigen una pericia de tipo médico (52). 
Por otro lado la Implantación de esté sistema supon-
dría una pesada carga para el presupuesto de justicia, 
aunque parte de su mantenimiento acaso pudiera recu-
perarse en los pleitos civiles y condenas penales con 
solvencia. 
Además, si bien la intervención de los arquitectos como 
peritos judiciales es menos frecuente que la de los mé-
dicos, por ejemplo, resulta, en cambio, más Intensa en 
cuanto exige en cada asunto, normalmente, mayor dedi-
cación y esfuerzo, lo que se avendría mal con el carác-
ter de funcionarlo del arquitecto forense. 
B) Atribución de los peritajes Judiciales a los 
arquitectos oficiales 
Podría pensarse también como solución posible, consi-
derar como arquitectos forenses a los pertenecientes a 
alguno de los cuerpos de funcionarios arquitectos. (Ar-
quitectos Municipales, de los distintos Ministerios, etc.) 
Pero tampoco resulta una solución satisfactoria. Este 
sistema acaso garantizase la imparcialidad del perito, 
dada su condición de funcionario, en general apartado 
de los intereses particulares del tráfico jurídico. Pero en 
cambio no hay por qué presumir en estos cuerpos una 
Los cursos podrían organizarse en colaboración entre el 
Consejo General del Poder Judicial y el Consejo Supe-
rior de los Colegios de Arquitectos. Los así habilitados 
pasarían a integrar las listas de arquitectos forenses, a 
la que habrían de acudir los Jueces y Tribunales, y las 
partes cuando correspondiera a ellas la designación, 
siempre que fuera precisa su intervención como peritos. 
No se trataría, como en la Real Orden de 1909 de repar-
tir beneficios y cargas, sino de asegurar y garantizar 
peritajes arquitectónicos altamente cualificados. Ni tan 
siquiera sería menester reformar las leyes procesales 
pues^ como éstas se remiten^ para los peritos titula-
dos^ a lo dispuesto en las disposiciones del Gobier-
no^ bastaría con una simple regulación reglamentaria 
de los arquitectos forenses. 
No es todavía el momento de entrar en el detalle de la 
duración y composición de los cursos, requisitos para 
obtener la titulación de los arquitectos forenses, desig-
nación en cada caso concreto, etc. 
También tendría que ser objeto de regulación la distri-
bución de los beneficios y cargas, puesto que actual-
mente no toda intervención pericial de carácter judicial 
ofrece la posibilidad de percibir retribución de honora-
rios por el trabajo realizado. 
Entiendo en definitiva que esta fórmula permitiría, en 
el caso de España, alcanzar lo que constituye tema cen-
tral de la Comisión Permanente 1.* del congreso: exper-
tos o peritos arquitectos altamente cualificados por su 
competencia, imparcialidad y «savoir faire» judicial. 
Entiendo que previamente es preciso tomar conciencia 
de su necesidad. 
Si en alguna medida he conseguido despertar tal inte-
rés, creo he cumplido la finalidad de esta comunicación 
y al mismo tiempo el encargo recibido. 
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doble aspecto en cuanto se trata de una actividad de personas es-
pecialmente calificadas por su experiencia o sus conocimientos 
técnicos, artísticos o científicos, en relación con hechos también 
especiales^ que requieren esa capacidad particular para la adecua-
da percepción y para la correcta verificación de sus relaciones con 
otros hechos. Hernando Devis artículo cit. pág. 858: «otros auto-
res no ven en la peritación sino una manera de auxiliar al Juez 
suministrándole conocimientos técnicos o reglas de experiencia 
oara la mejor apreciación de los hechos^ lo cual conduce lógica-
mente a negarle el carácter de medio de prueba». Hernando DevIs 
ibidem^ pág. 861. 
(8) Asimismo es al Juez en todo caso al que corresponde el control 
del perito. Véase nota 5 de este Capítulo. 
(9) Obra clt. pág. 582. 
(10) Creemos no puede dudarse de la naturaleza normativa —en senti-
do jurídico— de las N.T.E., desde el momento que se publica en 
el «B.O. del Estado», en la Sección correspondiente en las Dispo-
siciones Generales. 
(11) «Por regla general la Interpretación de la ley es función del Juez; 
pero puede suceder que el legislador utilice términos científicos o 
términos cuyo adecuado entendimiento escapa a la cultura normal 
del funcionario, y, en tal hipótesis, no habría Inconveniente en 
utilizar el auxilio de peritos para que precisen el exacto signifi-
cado de esa norma legal...». Hernando Devis, art. clt. pág. 877. 
(12) Como dice un autor «Lo que ocurre es que de este art. —se refie-
re ai 741 de la L. de E. Criminal—^ sólo se suele resaltar su co-
mienzo: «El Tribunal, apreciando, según sus conciencias las pme-
bas practicadas en el juicio...» como si sólo en él estuviere la 
clave de una recta valoración de las pruebas... Pero se olvida o 
menosprecia que tanto o más importante en la propia valoración 
es lo que se estatuye a continuación en el propio art. 741 y que 
le da precisamente a nuestro parecer el carácter dialéctico o 
argumentativo a la valoración, pues el Tribunal tendrá que tener 
para ello en cuenta: «las razones expuestas por la acusación y la 
defensa, y lo manifestado por los propios procesados...». Gutié-
rrez Alviz y Convadl, Faustino. Revista de D.° Procesal Iberoame-
ricana. Año 1975 n.« 4, pág. 839. 
(13) Claro es que tai supuesto hay que reputarlo si no imposible, 
poco probable. 
(14) Es muy abundante la Jurisprudencia del Tribunal Supremo, decla-
rando que la prueba pericial es de libre apreciación del Tribunal, 
estando sustraída a la censura de la casación, con to que se nie-
ga el carácter de regla legal a las de la sana crítica —véanse 
como más recientes Sentencias del 31 de octubre de 1978 y 15 de 
marzo de 1979—. 
(15) Sobre el sentido que debe darse a las reglas de la sana crítica 
véase Dentl, art. clt. pág. 295, en que recoge la opinión del pro-
cesallsta español De Miguel y Alonso, de la que parece deducirse 
un criterio favorable a dar el carácter de regla legal, a efectos de 
casación, a las reglas de la sana crítica. 
(16) Esta libertad del juzgador para valorar la prueba pericial, así como 
los demás medios probatorios, es la seguida hoy en día por la 
inmensa mayoría de las legislaciones, y asimismo aceptado prác-
ticamente de forma unánime por la doctrina. Véase Dentl, art. ci-
tado, pág. 297. 
(17) Sin embargo en el orden civil acaso pueda destacarse dos pecu-
liaridades de la prueba pericial, en relación con el proceso penal: 
1.* que al estar basado el proceso civil en el sistema de la doble 
instancia, el órgano de apelación goza de plena libertad para va-
lorar de nuevo la prueba en su totalidad, modificando el criterio 
del juzgador de primer grado; y 2.* que Incluso en casación tai 
como se prevé en el proyecto de reforma de la Ley de Enjuicia-
miento Civil actualmente en las Cortes, se podrá Impugnar la va-
loración de la prueba pericial realizada, por el órgano de Instan-
cia, si aparece en contradicción con el resultado de la paieba 
documental. 
(18) Art. 1.° de la Ley Reguiadora de la jurisdicción Contencioso^Ad-
minlstrativa de 27 de diciembre de 1956. 
(19) Disposición Adicional Sexta Ley 27-XII-1956. 
(20) Guerra San Martin. Obra clt. pág. 369. 
(21) Dice Dentl —art. cita pág. 299— que «son tres en realidad, ios 
modos de control que posee la opinión pública frente a la labor 
del experto: a) la valoración de su autoridad científica, b) la incor-
poración al patrimonio científico comúnmente aceptado de ios mé-
todos por él empleados y c) la coherencia lógica de su argumen-
tación». 
(22) Sobre el valor de dictamen pericial emitido extrajudicialmente, 
véase Sentencia del Tribunal Supremo (Civil) de 15 de abril de 
1971, referida precisamente a un peritaje de Arquitecto, 
(23) Guerra San Martín. Obra clt. pág. 366. 
(24) Pienso que las propias Tarifas de Honorarios de ios Arquitectos 
en trabajos de su profesión, aprobadas por Real Decreto 2512/1977 
de 17 de junio, al describir detalladamente a estos efectos los 
distintos trabajos que son «competencia» de ios arquitectos —nor-
ma general 02— ilustran subsidiariamente su campo de actuación 
como peritos. 
(25) Así, en un problema en que se discute la naturaleza geológica de 
un terreno, acaso hubiera de darse preferencia ai titulado geólogo, 
o en una cuestión de instalación de aparatos elevadores de un 
edificio al Ingeniero industrial. Así el Decreto de 11 de marzo de 
1971 que dicta normas sobre realización de proyectos y dirección 
de obras de edificación, prevé la intervención de técnicos compe-
tentes en el estudio del suelo, completando la labor del encargado 
del proyecto. 
(26) En otros casos la concurrencia posible viene determinada por la 
propia regulación reglamentaria. Así es el caso de ios Agentes de 
la Propiedad Inmobiliaria, cuyos Estatutos les facultan para dicta-
minar sobre el valor de inmuebles en determinados casos (artícu-
lo 1.° g del Real Decreto de 19 de junio de 1981). De todas for-
mas debe tenerse en cuenta la declaración Inicial de este pre-
cepto. 
(27) Por otra parte esta indeterminación, no es sino una manifestación 
particular de la que existe en un plano más general, respecto a la 
actuación profesional de titulados afines, o respecto de titulados 
de la misma rama, pero de grados distintos. 
(28) Téngase en cuenta que todo proceso figuran —necesariamen-
te— dos partes en posturas contrapuestas y que tanto al Juez, 
como el perito, al fin y al cabo auxiliar de aquél, deben mante-
ner la más escrupulosa independencia e imparcialidad respecto de 
los sujetos en conflicto. 
(29) Desde luego en el territorio del autor de la comunicación, no se 
tiene conocimiento de que ni el colegio de Arquitectos, ni ios 
Juzgados tengan en cuenta esta Real Orden de 1909. 
(30) Solamente en el caso de recusación del designado por el Juez, 
pueden las partes designar peritos propios, que intervengan en el 
acto pericial art. 421 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 
(31) Claro es que la efectividad del derecho at percibo de los honora-
rios devengados por peritajes practicados en el sumario depende 
de la ulterior condena y de la solvencia del condenado, pues no 
existen créditos oficiales para la retribución de ios peritos en esta 
fase del proceso penal. 
(32) Sentencia de 12 de junio de 1968. 
(33) En realidad el sistema de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en 
cuanto a la designación de los peritos, se aproxima al vigente en 
el derecho angio-sajón en que el perito actúa como testigo de 
parte. Sobre este punto Dentl, art. citado págs. 287 y ss. 
(34) Arts. 662 y 723 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 
(35) El art. 329 del Código Penal extiende a tos peritos las penas 
señaladas a los testigos que incurren en el delito de falso testi-
monio, cuando declaren falsamente en juicio, imponiéndoles ade-
más la pena de inhabilitación especial. 
(36) Acaso por ello ha declarado el Tribunal Supremo, refiriéndose a 
la prueba pericial en el juicio oral, que no ti^ ene más que un 
carácter informativo. Sentencia de 6 de octubre de 1931. 
(37) Señala Dentl —art. clt. pág. 289— que no faltan movimientos en 
ios ordenamientos del Common Law, tendentes a reformar el sis-
tema que considera al perito como testigo de parte, dados tos 
defectos del mismo reatmente graves, sobre todo por ta propen-
sión a la parcialidad de ios expertos. Este fenómeno también se 
observa en ta práctica Judicial española, de los peritos actuantes 
en el Juicio oral a Interés de las partes, salvo, desde luego, en 
las propuestas por el Ministerio Fi^ scai. 
(38) Disposición Adicional Sexta de la Ley de 27 de diciembre de 1956, 
ya citada. 
(39) Art. 613 de la Ley de Enjuiciamiento civil. 
© Consejo Superior de Investigaciones Científicas 
Licencia Creative Commons 3.0 España (by-nc)
http://informesdelaconstruccion.revistas.csic.es
56 
Informes de la Construcción. Vol. 35, n.° 357, enero/febrero, 1984 
(40) Art. 616 Ley de Enjuiciamiento Civil. 
(41) Serra Domínguez. Obra cit. pág. 391. 
(42) También debe realizarse la práctica existente en algún Juzgado 
en que el Juez impone siempre el mismo perito con el pretexto de 
ser de su confianza. 
(43) Sobre el procedimiento para la insaculación de peritos. Serra. 
Obra cit. págs. 391 y 392. 
(44) Art. 615 Ley Enjuiciamiento Civil. 
(45) Sobre este particular y anacrónica exigencia puede verse nota 47 
en la obra de Muñoz Sabaté, Luis. «Técnica Probatoria». Editorial 
Praxis, S. A. Barcelona, 1967. 
(46) En cambio no exige la Ley un requisito que parece más adecua-
do: la incorporación al colegio respectivo, si la pericia forma parte 
de una profesión colegiada. 
(46 bis) Debe tenerse en cuenta que si una parte no acude al acto con-
vocado para la designación del perito, se entiende que se con-
forma con los designados por la contraria. Art. 614 L.E. Civil, 
solución que entiendo es altamente censurable. 
(47) Guerra San Martín. Obra cit. pág. 368. 
(48) No sería inútil que en las reglamentaciones internas de los Co-
legios, se regulara el procedimiento y condiciones para rendir 
estos dictámenes corporativos. 
(49) En este sentido, Dentl, art. citado, pág. 293 —que previene al 
mismo tiempo del peligro de caer en una especie de autoritarismo 
procesal moderno de tipo tecnocrático, acaso porque caracterizó 
la época de las pruebas irracionales y las de las pruebas legales 
(página 299). 
(50) Incluso de no haber titulado residente en el partido judicial, lo 
que ocurrirá en la inmensa mayoría de los partidos rurales podrían 
actuar válidamente personas no tituladas, necesariamente prácti-
cas, según la Ley de enjuiciamiento civil. Supra nota 45. 
(51) Véase Decreto ya citado de 11 de marzo de 1971. 
(52) La diferencia numérica entre los peritajes médicos y los arquitec-
tónicos resulta abismal en la práctica. 
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Bohdan Lewicki 
Este libro trata de los problemas relativos a 
la construcción de los edificios de viviendas 
o públicos realizados con elementos prefa-
bricados de grandes dimensiones. Se han 
estudiado los problemas de arriostramiento, 
así como los que plantea la resistencia de 
los elementos y de la estructura; se han 
examinado las cuestiones de orden higrotér-
mico, acústico y de resistencia al fuego; 
también se ha profundizado en el estudio 
de la estanquidad de los muros exteriores y 
de las juntas. 
La obra incluye numerosas ilustraciones 
que dan detalles de diversas soluciones, así 
como ejemplos de cálculo, tablas de valores 
numéricos, diagramas y abacos. 
Un volumen encuadernado en tela, de 
24 X 17 cm, compuesto de 616 págs. 
Zorislav Franjetic 
En la obra de Franjetió se expone de una 
forma minuciosa, ordenada y sistemática, 
todo un cuerpo de doctrina que reúne el co-
nocimiento actual sobre el endurecimiento 
rápido del hormigón. Parte el autor de los 
principios básicos y llega a las últimas con-
secuencias y realidades técnicas y econó-
micas. 
Es una obra de consulta, tanto para el in-
vestigador sobre la materia, como para el 
proyectista y el realizador y montador de 
plantas e instalaciones y equipos de curado 
y endurecimiento rápido. 
Un volumen encuadernado en cartóné, de 
17 X 24,5 cm, compuesto de 385 págs. 110 
figuras y 10 tablas. 
Precios: 2.500 ptas.; $USA 36.00. 
A. M. Haas 
Al escribir este libro el autor intentó poner 
a disposición de los estudiantes y de los 
ingenieros unos conocimientos prácticos, 
adecuados para servir de guia en el diseño 
y construcción de láminas delgadas de hor-
migón. 
El autor está convencido de que el éxito en 
el diseño de una lámina exige, por parte del 
proyectista, un examen de las tres fases por 
las que pasa la materialización de la lámina: 
el diseño, el análisis estructural y la cons-
trucción de la estructura. 
Un volumen encuadernado en tela, 
17 X 24,5 cm, compuesto de 420 págs., 
figuras, 22 fotografías y 6 tablas. 
Precios: 2.500 ptas.; $USA 36.00. 
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